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                     ANOTACIONES SOBRE LA JORNADA ÚNICA, LA EVALUACIÓN Y LA OCDE
La política educativa  agenciada por los últimos gobiernos para la Educación Básica y Media es la implementación a raja tabla de la Jornada Única y las diversas modalidades  de Evaluación. El Ministerio de Educación Nacional y el Comité Ejecutivo de FECODE concertaron la prestación del servicio público educativo en Jornada Única en las instituciones educativas y se encuentra establecida en el artículo 85 de la ley 115 de 1994 y el Decreto Nacional 2105 de 14 de diciembre de 2017, que modificó las condiciones de implementación, principalmente de la prestación del servicio en jornada única, mediante un proceso de transición gradual que realizan las Secretarías de Educación a través de ajustes y modificaciones para generalizar la jornada única establecida en el Decreto Nacional 1075 de 2015. 
Ahora el gobierno nacional materializa sus políticas educativas, con la anuencia de la dirigencia de FECODE, e  introduce la denominada política de calidad y de certificación, mediante incentivos y estímulos económicos a quienes se acogen a ella, reemplazando los derechos colectivos, por beneficios individuales para ganar rectores y algunos docentes para que implementen a toda costa la jornada única.
La Jornada única ha sido avalada por el Comité ejecutivo de FECODE y los directivos de sus Sindicatos filiales a través de la consigna: “Jornada Única sí, pero no así”, ahora incluso se someten a las condiciones del gobierno para implementarla, desconociendo la dirigencia sindical que la Jornada Única significa aumentar la jornada laboral a ocho (8) horas clase. Debemos exigir más aulas de clase, mejoramiento de la planta física de las instituciones educativas, dotación de material didáctico, de laboratorios y mobiliario, servicio de conectividad, ampliar la planta de cargos y de personal docente, directivos docentes, docentes orientadores y administrativos, alimentación y transporte para los estudiantes, la disminución de los parámetros docente – estudiante y la dedicación exclusiva del docente con una real nivelación salarial, pero sin aumento de la jornada laboral.
Hoy en día, el gobierno del Presidente Duque le apuesta a armonizar su Plan Nacional de Desarrollo con los estándares de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) implementando la Jornada Única y la introducción de las diversas modalidades de Evaluación al servicio de los planes del capital y su crecimiento económico  y no propiamente al servicio de una educación pública, estatal, gratuita, laica, democrática y científica. El Ministerio de Educación Nacional acomete la supuesta  política de calidad educativa, pero con énfasis en la preparación de mano de obra dócil y destinados al mundo laboral en condiciones de tercerización, desempleo e informalidad. 
[bookmark: _GoBack]En el pasado, en el año 1967 el gobierno nacional como respuesta a la urgente necesidad de ampliar cobertura escolar, en vez de construir más colegios implementó la doble jornada en todos los establecimientos educativos, para duplicar el número de estudiantes matriculados; sin embargo, esto no derivo en la salvaguarda del derecho a la educación como reivindicación democrática. La Jornada Única no es la panacea;  sin embargo, estamos de acuerdo con quienes pregonan: “Si se pretende extender el tiempo de los estudiantes a 8 horas, entonces se debe reducir la jornada laboral de los docentes a 4 horas para que cada grupo de docentes nombrados atienda a los mismos estudiantes durante 4 de las 8 horas, esto por supuesto sin detrimento de los salarios”.
En relación a las diversas modalidades de evaluación son un elemento clave y fundamental para las políticas públicas en educación. La OCDE en un documento que emana para el país de México,  en el año 2007 manifiesta  que “la evaluación docente en todos los países de la OCDE forma parte de un marco más amplio de rendición de cuentas respecto a la eficacia de los sistemas, instituciones y actores educativos… La tendencia reciente de las reformas en muchos países apunta a la rendición de cuentas basada en las pruebas y en el desempeño” (Establecimiento de un marco para la evaluación e incentivos docentes. Consideraciones para México. Página 84). 
Lamentablemente  en la propuesta de estatuto docente presentada por FECODE a la Comisión tripartita respecto al proyecto de ley versión del  03 de abril de 2013 aprueba como modificaciones en el artículo 96. EFECTOS DE LA EVALUACIÓN. PARÁGRAFO. La evaluación de desempeño será insatisfactoria, cuando el docente obtenga menos del 50% de los resultados esperados. Es obvio, que FECODE ha avalado todo el proceso de evaluación de desempeño, incluida la ECDF como instrumento con unos objetivos alineados y con evidencias para la toma de decisiones, evaluación que se convirtió en una tortura  para los docentes del 1278. Desafortunadamente el Comité ejecutivo de FECODE concilio con el Ministerio de Educación Nacional la ECDF y no defendió los criterios: Experiencia, títulos académicos y producción académica para el ascenso en el escalafón docente.
Si bien es cierto, el artículo 125 de la Constitución Política de Colombia que fue promulgada el 4 de julio de 1991 estableció: “El ingreso a los cargos de carrera  y el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes… El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por violación del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la Constitución o la ley” y así mismo que el artículo 35 del decreto ley 1278 de 2002 - “Estatuto de Profesionalización Docente” consagra la “Evaluación de Competencias como el mecanismo que mide el desempeño y la actuación realizada por los docentes y directivos docentes oficiales, con el fin de lograr su ascenso de grado en el escalafón o su cambio de nivel en el mismo grado”; también es cierto, que el accionar de las organizaciones sindicales debe confrontar  las políticas públicas educativas que afectan los intereses de los docentes  del 1278 de 2002, debido a que no puede aceptarse que el ascenso y la reubicación salarial de los docentes debe estar ligada a la evaluación, a la regla fiscal y la disponibilidad presupuestal. 
La dirigencia de FECODE renunció a la bandera de la eliminación del requisito de las evaluaciones de desempeño para el ascenso de grado o la reubicación del nivel salarial, para seguir claudicando ante la política gubernamental  de evaluación para mejorar la “calidad” de la educación;  no es cierto que se haya derrotado la evaluación de competencias, pues aún subsiste los criterios de la misma, en las diversas modalidades de evaluación el gobierno lo que hace es desarrollar el decreto 1278 de 2002 y le agrega los resultados de la evaluación de desempeño, sea cual fuere el instrumento. En fin, debemos denunciar que no se debe ligar el ascenso salarial y la permanencia en el trabajo a la evaluación, a la productividad y a los índices de calidad.
COMITÉ EJECUTIVO FEDERACIÓN NACIONAL DE TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN -FENALTRAESP-
